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I. RESUMEN

1. El 6 de febrero de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por el Centro de Asesoría Laboral del Perú (CEDAL) y por la Asociación Pro-Derechos Humanos (APRODEH) [en adelante “los peticionarios”], en favor de Martha Alfaro Suárez, Fausto Jesús Arangoitia Laviña, Cirila Castro Espinoza, Manuel Jesús Camargo Castañeda, Victoria Céspedes Viuda del Castillo, Berta Huamán Ríos de López, Feliciana Mendoza Carrión, Carlos Alberto Pajuelo, Carmen Pérez Loyola, Julio Pozo Saavedra y Delia Justa Reinoso Canchaylla de Cubas (en adelante “las presuntas víctimas”), en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado peruano" o "el Estado") por la violación de los derechos consagrados en los artículos XIV, XVI, XVIII y XXIII de la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre (en adelante “la Declaración Americana” o “la Declaración”), y en los artículos 21, 24, 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”). 
2. Los peticionarios alegaron que en septiembre de 1994 el Ministerio de Trabajo y Promoción Social autorizó el cese de 133 trabajadores de la empresa P y A D’Onofrio S.A., entre los cuales se encuentran las presuntas víctimas. Se aduce que esta autorización se realizó al margen de un debido proceso administrativo y otros derechos previstos en la normativa constitucional peruana. Los peticionarios afirmaron que en noviembre de 1994 las presuntas víctimas presentaron una acción de amparo contra el Ministerio de Trabajo, la cual fue declarada improcedente por todas las instancias de la jurisdicción constitucional. Manifestaron que los fundamentos utilizados por los tribunales peruanos al desestimar la acción de amparo no se ajustan a la normativa interna ni a los precedentes jurisprudenciales en situaciones alegadamente análogas a la planteada por las presuntas víctimas.
3. A su vez, el Estado alegó que todas las instancias judiciales que conocieron la acción de amparo formulada por las presuntas víctimas expresaron que la pretensión allí deducida correspondía al procedimiento contencioso-administrativo y no al de amparo. Arguyó que al optar por una vía procesal inadecuada, las presuntas víctimas no agotaron los recursos de la jurisdicción interna, incurriendo por lo tanto en la causal de inadmisibilidad prevista en el artículo 46.1.a) de la Convención. Por último, el Estado alegó que los hechos narrados por los peticionarios son manifiestamente infundados y solicitó que la petición fuese declarada inadmisible de conformidad con el artículo 47.c) de la Convención. 
4. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible en virtud de los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 6 de febrero de 1998 la petición fue recibida por la CIDH, a la cual se asignó el número 12.280. Los peticionarios presentaron información adicional el 23 de marzo, 22 de junio y 14 de septiembre de 1998; 22 de enero, 11 de febrero y 16 de marzo de 1999. El 12 de mayo de 2000 la CIDH transmitió las partes pertinentes de esa documentación al Estado, otorgándole un plazo de 90 días para que presentara respuesta, de conformidad con su Reglamento entonces vigente.
6. El 3 de octubre de 2000 el Estado envió su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios el 9 de noviembre del mismo año. Los peticionarios remitieron escritos adicionales el 24 de septiembre y 28 de noviembre de 2000; 18 de agosto de 2003; 6 de noviembre de 2009, 16 de marzo y 16 de junio de 2010. A su vez, el Estado presentó comunicaciones adicionales el 1º de marzo de 2001 y el 12 de diciembre de 2003.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Los peticionarios
7. Alegaron que el 20 abril de 1994 la empresa P y A D’Onofrio S.A. envió una carta notarial al sindicato de trabajadores respectivo, reportando el inicio del procedimiento de “cese colectivo de trabajo por causa objetiva“ previsto en el capítulo VII del Decreto Legislativo Nº 728. Indicaron que el 22 de abril de 1994 la empresa solicitó a la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo y Promoción Social en Lima (en adelante la “Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo” o “la autoridad administrativa”) la autorización para cesar a 139 trabajadores. Según lo alegado, la empresa recaudó su solicitud en un dictamen del 2 de diciembre de 1993 mediante el cual el Ministerio de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales (en adelante “el Ministerio de Industria”) declaró procedentes las razones económicas y tecnológicas invocadas por la empresa.

8. Los peticionarios indicaron que el 6 de junio de 1994 la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo declaró insubsistente la solicitud de cese colectivo, advirtiendo que no era posible considerar un dictamen del Ministerio de Industria emitido cuatro meses antes del inicio del procedimiento. En vista de lo anterior, P y A D’Onofrio solicitó un segundo dictamen al Ministerio de Industria, el que se pronunció nuevamente por la procedencia de las razones económicas y tecnológicas e indicó que el cese colectivo debería cobijar a 64 obreros de producción, 58 empleados del área de administración y 11 de recursos humanos. 

9. Los peticionarios afirmaron que a raíz del nuevo parecer del Ministerio de Industria, la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo reanudó el trámite iniciado el 22 de abril de 1994, pese a que el mismo ya había sido declarado insubsistente el 6 de junio de 1994. Señalaron que si bien el Ministerio de Industria refirió que el cese debería cobijar a 64 empleados obreros, 58 de administración y 11 de recursos humanos, la empresa P y A D’Onofrio mantuvo la nómina original de 139 empleados obreros, excluyendo de la misma a seis trabajadores que gozaban de inmunidad sindical. Señalaron que este actuar contraviene lo establecido en los artículos 86 y 88 del Decreto Legislativo Nº 728. En lo pertinente, el texto de esas disposiciones, vigente a la época de los hechos alegados ante esa instancia internacional, establecía:
Artículo 86.- Son causas objetivas para la terminación del contrato de trabajo:

a) El caso fortuito y la fuerza mayor;

b) Los motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos; 

[…]

Artículo 88.- La terminación de los contratos de trabajo por causa objetiva se sujeta al procedimiento siguiente:

a) La empresa proporcionará al sindicato (…), indicando con precisión los motivos que invoca, la nómina de los trabajadores afectados y la fecha prevista para la terminación de los contratos individuales;

[…]
c) De no llegarse a un acuerdo en tracto directo el empleador podrá recurrir al Ministerio del Sector (…) para que se pronuncie sobre la procedencia de la causa objetiva invocada, dentro del término de quince días hábiles de solicitado (…). El informe se limitará a opinar sobre el pedido formulado por el empleador;

d) Con dicho dictamen el empleador podrá recurrir a la Autoridad Administrativa de Trabajo acompañando a su solicitud una pericia técnica, si así lo deseare
.
10. Según lo alegado, el 26 de agosto de 1994 la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo adoptó la Resolución Nº 185-94-DPSD, en la cual aprobó el cese colectivo de 133 funcionarios obreros de P y A D’Onofrio. Se indica que contra esa resolución el sindicato de trabajadores presentó un recurso administrativo de apelación, el cual fue desestimado por la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo mediante la Resolución Directoral Nº 050-94-DR-LIM del 14 de septiembre de 1994. Se aduce que el 19 de septiembre de 1994 la misma autoridad administrativa desestimó un recurso de nulidad planteado por el sindicato, al cabo de lo cual la empresa dispuso el cese de los referidos 133 trabajadores.

11. Los peticionarios alegaron que a diferencia de los despidos individuales, el procedimiento de cese colectivo previsto en el capítulo VII del Decreto Legislativo Nº 728 excluye la posibilidad de interponer acción ordinaria laboral directamente contra la empresa empleadora en aras de obtener la reposición. Afirmaron que dicho decreto creó un procedimiento especial en el cual el Ministerio de Trabajo y Promoción Social pasó a realizar un control previo de legalidad de los ceses colectivos.  

12. Los peticionarios indicaron que el 18 de noviembre de 1994 las once presuntas víctimas y demás trabajadores cesados de P y A D’Onofrio interpusieron una acción de amparo ante el Primer Juzgado Civil de Lima, requiriendo se declaren inaplicables las resoluciones 050-94-DR-LIM y 185-94-DPSC, debido a que las mismas vulnerarían los derechos constitucionales a la estabilidad en el trabajo y al debido proceso administrativo. En la referida acción se solicitó asimismo la reincorporación de las presuntas víctimas a sus centros de trabajo y el pago de remuneraciones dejadas de percibir desde la ruptura del vínculo laboral. Según lo informado, la acción fue declarada improcedente por el Primer Juzgado Civil y por la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Lima, mediante resoluciones de 30 de enero y 15 de agosto de 1995, respectivamente. Se alega que el 26 de abril de 1996 la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia declaró no haber nulidad en las referidas sentencias. Se aduce que contra esta última decisión las presuntas víctimas interpusieron un recurso extraordinario de casación, el cual fue desestimado por el Tribunal Constitucional el 23 de septiembre de 1997.   

13. Los peticionarios afirmaron que los tribunales peruanos fundamentaron su decisión en que el reclamo de las presuntas víctimas debió ser formulado a través del procedimiento contencioso-administrativo, de conformidad a lo establecido en el artículo 148 de la Constitución Política. Sostuvieron que si bien dicho precepto constitucional establece que “las resoluciones administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso-administrativa”, el artículo 200 numeral 2 de la misma Carta Política consagra la procedencia de la acción de amparo contra hecho u omisión por parte de cualquier entidad del Estado que vulnere derechos fundamentales. Concluyeron que contra las resoluciones dictadas por la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo, las presuntas víctimas podían facultativamente optar por la vía del amparo o contencioso-administrativa. 

14. Los peticionarios destacaron que la acción contencioso-administrativa no era idónea en el caso de las presuntas víctimas, por cuanto la misma no dispone del trámite preferencial y sumarísimo ni la posibilidad, según sus alegaciones, de requerir medidas cautelares. Manifestaron que dicha acción tiene el propósito de requerir un control judicial sobre un acto de la Administración Pública y su compatibilidad con una norma infra-constitucional. Por otro lado, alegaron que la acción de amparo tiene por objeto reponer a su estado original un derecho de rango constitucional conculcado. Por último, los peticionarios hicieron hincapié en que el fundamento de las resoluciones adoptadas por los tribunales peruanos en el presente caso contradicen precedentes en los cuales la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia habría declarado la procedencia de la acción de amparo con el propósito de dejar sin efecto a resoluciones administrativas. 
B. El Estado 

15. Afirmó que luego de un intento de negociación directa con el sindicato de trabajadores, el 22 de abril de 1994 la empresa P y A D’Onofrio solicitó a la autoridad administrativa el inicio del procedimiento de cese colectivo por causas objetivas previsto en el Decreto Legislativo Nº 728. Indicó que la solicitud culminó con la Resolución Directoral Nº 185-94-DPSD, mediante la cual se autorizó el cese de 133 empleados. Señaló que los trabajadores perjudicados presentaron recursos administrativos, los cuales fueron declarados infundados por la entidad competente, Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo, y en el marco de un debido proceso. Indicó que agotada la vía administrativa previa, el artículo 148 de la Constitución Política de 1993 establece la acción contencioso-administrativa como el medio idóneo para impugnar la validez de resoluciones dictadas de forma regular por una entidad pública.

16. El Estado efectuó una narración similar a la de los peticionarios sobre las decisiones adoptadas por los órganos de la jurisdicción interna en torno a la acción de amparo interpuesta por las presuntas víctimas y demás trabajadores cesados por la empresa P y A D’Onofrio. Alegó que cada una de las instancias judiciales expresaron que la vía idónea para cuestionar la validez de las resoluciones de la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo 050-94-DR-LIM y 185-94-DPSC era la acción contencioso-administrativa. Arguyó que al acudir a una vía procesal incompatible con su pretensión, las presuntas víctimas no agotaron los recursos judiciales previstos en la legislación interna, por lo cual requirió que la petición fuese declarada inadmisible en virtud del artículo 46.1.a) de la Convención Americana. 

17. El Estado alegó que en el procedimiento administrativo ante la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo y en el procedimiento judicial en vía de amparo, las presuntas víctimas hicieron uso de los medios probatorios y de defensa previstos en la legislación interna, respetándoseles los derechos a un debido proceso y a la protección judicial. En este sentido, manifestó los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar violaciones a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH la declare inadmisible de conformidad con el artículo 47.c) del referido instrumento. 

IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
18. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana a presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.
19. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

20. La Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
21. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, dado que en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos protegidos por la Convención Americana. Sobre la alegada vulneración a disposiciones de la Declaración Americana, la Comisión observa que los derechos que el Estado se comprometió a preservar como parte de la Carta de la OEA, se encuentran estipulados en la Declaración Americana, la cual es fuente de obligaciones internacionales
. Sin embargo, a partir del momento en el que el Estado peruano ratificó la Convención Americana, dicho instrumento se convirtió en su principal fuente de obligaciones en el marco del sistema interamericano de promoción y defensa de derechos humanos
. En ese sentido y teniendo en cuenta que  en la Convención Americana se encuentran consagrados los derechos alegados por los peticionarios, el análisis que se hará en la siguiente sección se centrará en dicho instrumento internacional
.  

B. Agotamiento de los recursos internos y caracterización de los hechos
22. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b) del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. 
23. En la presente petición se aduce la vulneración a derechos consagrados en la Convención Americana a raíz de resoluciones dictadas por la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo en las que autorizó el cese de las presuntas víctimas de la empresa P y A D’Onofrio S.A. La información disponible indica que la autoridad administrativa del trabajo consideró que la empresa había cumplido los requisitos previstos en el capítulo VII del Decreto Legislativo Nº 728, el cual regula el procedimiento denominado “cese colectivo por causas objetivas”. En lo pertinente, la autoridad administrativa señaló:

Que, del análisis de los antecedentes se advierte que la empresa recurrente ha observado el procedimiento establecido en el art. 88 del Decreto Legislativo Nº 728, toda vez que al no haberse arribado a acuerdo alguno en trato directo (…) se recurrió al Ministerio de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales, que emitió el Oficio Nº 1152-94-MITINCI-VMI-DNI-DIA (…), opinando por la procedencia en parte de la solicitud de la empleadora debiendo la reducción alcanzar a 133 trabajadores
.

Que, del análisis de autos se determina que la empresa al acudir a la Autoridad Administrativa de Trabajo, solicitando el cese colectivo por causa objetiva prevista en el artículo b) del artículo 86 del Decreto Legislativo 728, cumplió con observar la negociación de trato directo con la organización sindical, así como presentar debidamente el dictamen respectivo emitido por el Ministerio del Sector correspondiente, cumpliéndose en el caso de autos con las etapas procesales señaladas en el artículo 88 del Decreto Legislativo acotado
.    

24. Los peticionarios alegaron que contra la mencionada decisión de la autoridad administrativa, las presuntas víctimas presentaron una acción de amparo el 18 de noviembre de 1994, la cual fue declarada improcedente por el Primer Juzgado y Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Constitucional. Argumentaron que tales instancias utilizaron fundamentos sobre la procedibilidad de la acción de amparo que no se ajustarían al ordenamiento jurídico interno. Manifestaron que lo anterior resultó en la vulneración a los derechos consagrados en los artículos 21, 24, 8 y 25 de la Convención Americana. 
25. Mediante sentencia de última instancia dictada el 23 de septiembre de 1997, el Tribunal Constitucional se pronunció de la siguiente forma sobre la acción interpuesta por las presuntas víctimas y demás trabajadores cesados por la empresa P y A D’Onofrio:

2. Que, versando la acción sobre un aspecto litigioso, en el cual se trata de discernir sobre la validez de las resoluciones que causan estado en materia laboral, emitidas por autoridad competente en un procedimiento administrativo regular, ello debe dilucidarse a través de la acción contencioso administrativa, conforme lo previsto en el artículo 148 de la Carta Política del Estado de 1993, donde se determine la legalidad o ilegalidad de los actos administrativos cuestionados.

3. Que, en consecuencia, no siendo la acción de amparo, que es de naturaleza sumaria y carente de estación probatoria, la vía idónea para dilucidar situaciones controvertibles que requieren de actuación de medios probatorios, como en el presente caso, resulta improcedente la presente acción de garantía
.  
26. Con relación a los citados fundamentos, los peticionarios alegaron que si bien el artículo 148 de la Constitución peruana estatuye la procedencia de la acción contencioso-administrativa para impugnar la validez de resoluciones emanadas de órganos del Estado, el artículo 200 numeral 2 de la misma Carta Política dispone que las afectaciones a derechos fundamentales pueden ser planteadas a través de la acción de amparo. Adicionalmente, sostuvieron que la legislación ordinaria pertinente facultaría tanto la vía contencioso-administrativa como la de amparo para cuestionar la validez de resoluciones administrativas que afecten a derechos de rango constitucional. 

27. La CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte Interamericana”) han señalado que a la a luz de lo establecido en el artículo 25.1 de la Convención en conexión con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, los Estados partes tienen la obligación de disponer un recurso efectivo, rápido y sencillo dirigido a garantizar o prevenir la afectación a derechos fundamentales
. En la presente denuncia, los peticionarios sostuvieron que la acción de amparo era la única vía que reunía tales elementos, pues, a diferencia de otras vías ordinarias previstas en la legislación interna, aquella posee un trámite preferencial y sumarísimo. Con relación a tales planteamientos, los peticionarios no presentaron información concreta que permita evaluar la eventual ausencia de efectividad del proceso contencioso-administrativo o su incompatibilidad con los estándares del sistema interamericano de promoción y defensa de los derechos humanos. Por otro lado, no proporcionaron información sobre un eventual impedimento a las presuntas víctimas en acceder a dicha vía procesal, la cual fue indicada por todas las instancias que conocieron la acción de amparo del 18 de noviembre de 1994 como la que se adecuaba a la pretensión de las presuntas víctimas, a la luz de la legislación interna.
28. En comunicación recibida el 22 de junio de 1998, los peticionarios adjuntaron la copia de cuatro resoluciones dictadas entre mayo y noviembre de 1995, en mérito de recursos de nulidad en procesos de amparo, en las cuales la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia ordenó la inaplicabilidad de resoluciones administrativas por considerar conculcados preceptos constitucionales
. Según los peticionarios, ello demostraría que la Corte Suprema de Justicia obvió sus propios precedentes al dictar la resolución de 26 de abril de 1996, en la cual desestimó un recurso de nulidad formulado por los ex trabajadores de la empresa P y A D’Onofrio S.A. La CIDH observa que las resoluciones adjuntadas por los peticionarios contienen un resumen de los principales alegatos de los postulantes de las acciones de amparo, un parecer del Fiscal Supremo en lo Contencioso-Administrativo y un breve pronunciamiento por parte de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia sobre la existencia o no de nulidad en las sentencias dictadas por las instancias inferiores. La CIDH considera que esa información no es suficiente para evaluar una posible equivalencia entre los supuestos fácticos y cuestiones de derecho deducidos en los precedentes aludidos por los peticionarios y los planteados en la acción de amparo promovida el 18 de noviembre de 1994 por las presuntas víctimas de la presente denuncia. Sobre el particular, la Corte Interamericana ha señalado que para que un caso sea análogo a otro es necesario acreditar que existe una semejanza entre los hechos del primer caso y los hechos del segundo en virtud de que ambos comparten las mismas propiedades relevantes esenciales, lo cual permite aplicar la misma consecuencia jurídica a ambos casos
.
29. Los peticionarios sostuvieron que al desestimar la acción de amparo por cuestiones de forma los tribunales peruanos privaron a las presuntas víctimas de un recurso efectivo orientado a subsanar la vulneración a sus derechos constitucionales a un debido proceso administrativo y a la estabilidad en el trabajo. Sobre tales alegaciones, la Corte Interamericana ha señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos. En el mismo sentido, la Corte ha expresado que la existencia y aplicación de requisitos de admisibilidad previo al conocimiento de los méritos de un recurso judicial no resultan incompatibles con el derecho protegido en el artículo 25 de la Convención
.
30. A la luz de las consideraciones anteriores, la CIDH observa que las alegaciones de los peticionarios se dirigen a cuestionar la interpretación de los órganos de la jurisdicción interna sobre la procedibilidad de la acción de amparo interpuesta por las presuntas víctimas. Al respecto, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. En similar sentido, la CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.
31. Por ende, la CIDH no cuenta con elementos de juicios suficientes para evaluar si las presuntas víctimas estuvieron impedidas de presentar la acción contencioso-administrativa, ni sobre la potencial incompatibilidad entre la forma como se encontraba regulada dicha vía procesal con las obligaciones de disponer un recurso efectivo, rápido y sencillo emanadas de la Convención Americana.     
V. CONCLUSIONES
32. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición no satisface los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sergio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión.

� Comunicación de los peticionarios recibida el 22 de junio de 1998, anexo 7, copia del Decreto Legislativo Nº 728 del 11 de agosto de 1991.  


� Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10., párrs. 43 a 46.


� Idem. párr. 46.


� CIDH, Informe Nº 38/09, Caso 12.670, Perú, Asociación Nacional de Ex Servidores del Instituto Peruano de Seguridad Social y otras, 27 de marzo de 2009, párr. 68.  


� Petición inicial recibida el 6 de febrero de 1998, anexos, Resolución Directorial Nº 185-94-DPSC emitida por la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo el 25 de agosto de 1994. 


� Petición inicial recibida el 6 de febrero de 1998, anexos, Resolución Directorial Nº 050-94-DR-LIM emitida por la Sub-Dirección del Ministerio de Trabajo el 14 de septiembre de 1994, en mérito de recurso administrativo de apelación formulado por el sindicato de trabajadores de la empresa P y A D’Onofrio.


� Petición inicial recibida el 6 de febrero de 1998, anexos, Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997, expediente Nº 288-96-AA/TC, Martha Suárez Alfaro y otros, párrafos considerativos 2 y 3.


� CIDH, Informe Nº 49/99, Caso 11.610, México, Loren Laroye Riebe Star, Jorge Barón Guttlein y Rodolfo Izal Elorz, 13 de abril de 1999, párrs. 81 y 82; Corte I.D.H. Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74. párrafo 136; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párrafo 113, entre otros. 


� De la información aportada por los peticionarios, se desprende que tres de las resoluciones de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia versaban sobre procesos de emparo en los cuales los accionantes eran servidores adscritos a diferentes órganos de la Administración Pública, cesados a raíz de leyes, decretos y resoluciones de variada naturaleza. A su vez, una cuarta resolución guardaría relación con un proceso de amparo en el cual se planteó la inobservancia del derecho preferencial de contratación pactado a través de convenio colectivo entre una empresa privada y el sindicato de trabajadores respectivo.


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 170. 


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94; y Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros). Sentencia de 24 de Noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126.


� CIDH, Informe Nº 27/07, Petición 12.217, Perú, José Antonio Aguilar Angeletti, 9 de marzo de 2007, párr. 41 y 43; e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Perú, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54. 


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Perú, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Ecuador, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Argentina, Wilma Rosa Posadas, 10 de octubre de 2001, párr. 10 e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Argentina, Santiago Marzioni, 15 de octubre de 1996, párr. 71.
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